


PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA N° _______ DE 2007 SENADO

POR MEDIO DEL CUAL SE EXPIDEN NORMAS PARA FORTALECER EL MARCO LEGAL QUE PERMITE A LAS AGENCIAS QUE LLEVAN A CABO ACTIVIDADES DE INTELIGENCIA Y CONTRAINTELIGENCIA CUMPLIR CON SU MISIÓN CONSTITUCIONAL Y LEGAL, Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES.
El Congreso de Colombia

DECRETA:

Capitulo  I

Principios Generales

Artículo 1. - Objeto y alcance. La presente ley tiene por objeto fortalecer el marco legal que permite a las agencias que llevan a cabo actividades de inteligencia y contrainteligencia cumplir adecuadamente con su misión constitucional y legal, estableciendo los limites y fines de sus actividades, los principios que las rigen, los mecanismos de control y supervisión, la regulación de sus bases de datos, la protección de sus miembros, el régimen de sus gastos, la coordinación y cooperación entre sus agencias y los deberes de colaboración de las entidades públicas y privadas entre otras disposiciones. 

Artículo 2. – Definición de las actividades de inteligencia y contrainteligencia. Las actividades de inteligencia y contrainteligencia son aquellas que desarrollan agencias especializadas del Estado dedicadas a la recolección, procesamiento y difusión de la información necesaria para prevenir y combatir amenazas contra la convivencia democrática, la seguridad y la defensa nacional. 

Artículo 3. – Agencias que llevan a cabo actividades de inteligencia y contrainteligencia. Las actividades de inteligencia y contrainteligencia son llevadas a cabo por las agencias estatuidas por la Constitución o la Ley para tal fin, que cumplen su función a través de operaciones básicas y especializadas, utilizando medios humanos o técnicos. En cualquier caso, para que se inicie una actividad de inteligencia o contrainteligencia deben existir motivos que permitan presumir de manera razonable que se pueda estar atentando contra la convivencia democrática, la seguridad y la defensa nacional.

Artículo 4. - Límites y fines de la actividad de inteligencia y contrainteligencia. Las actividades de inteligencia y contrainteligencia estarán limitadas en su ejercicio al cumplimiento estricto de la Constitución, la ley, el respeto de los Derechos Humanos, el Derecho Internacional Humanitario, y en especial al apego al principio de la reserva legal, que garantiza la protección de los derechos a la honra, al buen nombre, la intimidad personal y familiar y al debido proceso.
Ninguna información de inteligencia y contrainteligencia podrá ser obtenida con fines diferentes de: 

-  preservar la convivencia democrática y garantizar la seguridad y defensa nacional;

- proteger a la población y las instituciones democráticas frente a amenazas tales como el terrorismo, el narcotráfico, el secuestro, el tráfico de armas, municiones y explosivos, y el lavado de activos, entre otras.   

En ningún caso la información de inteligencia y contrainteligencia será recolectada, procesada o diseminada por razones de género, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica, pertenencia a una organización sindical o de derechos humanos, o para promover los intereses de cualquier partido político.

Artículo 5. – Principios de la actividad de inteligencia y contrainteligencia. En el desarrollo de actividades de inteligencia y contrainteligencia se observarán de manera estricta y en todo momento los siguientes principios:

5.1.   Principio de necesidad: Las actividades de inteligencia y contrainteligencia deben ser necesarias para alcanzar los fines constitucionales deseados; podrá recurrirse a ellas siempre que no existan otros medios que afecten en menor medida los derechos fundamentales.

5.2.   Principio de idoneidad: Las actividades de inteligencia y contrainteligencia deben hacer uso de medios que se adecuen al logro de los fines definidos en el artículo 2 de esta Ley. 

5.3.   Principio de proporcionalidad: Las actividades de inteligencia y contrainteligencia deberán ser proporcionales a los fines buscados y sus beneficios deberán exceder las restricciones impuestas sobre otros principios y valores constitucionales. 

Capitulo II

Coordinación y cooperación en las actividades de inteligencia y contrainteligencia 

Artículo 6. – Cooperación y coordinación. Las agencias que llevan a cabo actividades de inteligencia y contrainteligencia cooperarán con el fin de unificar sus políticas de inteligencia y contrainteligencia y de coordinar de manera eficaz y eficiente sus actividades. 

Artículo 7. – Junta de Inteligencia Conjunta. La Junta de Inteligencia coordina las actividades de inteligencia del Estado y asegura la cooperación entre las distintas agencias que las llevan a cabo. Presidida por el Ministro de la Defensa o en su reemplazo por el Viceministro designado por éste para tal efecto, está integrada además,  por los Directores de Inteligencia del Comando General de las Fuerzas Militares, el Ejército, la Armada, la Fuerza Aérea, la Policía y el DAS, y por el Director de la UIAF.  

La Junta de Inteligencia Conjunta produce análisis consolidados de inteligencia estratégica; traduce las políticas de seguridad del Gobierno en requerimientos de inteligencia; y coordina la distribución de tareas, promoviendo la especialización y evitando así la duplicidad de esfuerzos. 

Capítulo III
Control y Supervisión

Artículo 8. – Autorización y documentos soportes. Las misiones y operaciones de inteligencia y contrainteligencia deberán estar plenamente soportadas y autorizadas por orden de operaciones o misión de trabajo emitida por el superior jerárquico, según la naturaleza de la operación. Toda actividad de inteligencia y contrainteligencia a través de la cual se desarrolle  una misión u operación estará enmarcada dentro de éstas y deberá ser reportada.  

Cada agencia reglamentará quién es el superior jerárquico, según la naturaleza de la operación, para autorizar las actividades de inteligencia y contrainteligencia en cada caso, teniendo en cuenta la Constitución y la Ley.

La orden de operaciones o misión de trabajo deberá incluir un planeamiento detallado de la actividad de inteligencia o contrainteligencia definiendo claramente un cronograma de actividades. Cada agencia que lleve a cabo actividades de inteligencia y contrainteligencia reglamentará la materia. 

Artículo 9. - Criterios de autorización. El superior jerárquico en cada caso será responsable de autorizar únicamente aquellas actividades de inteligencia y contrainteligencia que cumplan con los límites y fines enunciados en el artículo 4 de esta Ley, observen los principios del artículo5 de la misma y estén enmarcadas dentro de un programa de planeamiento.  

En cualquier caso, la obediencia debida no podrá ser alegada como eximente de responsabilidad por quien ejecuta la operación de inteligencia cuando ésta suponga una violación a los Derechos Humanos o una infracción al DIH. 

Artículo  10. - Supervisión y control. Los Inspectores de la Fuerza Pública a la que estén adscritas las agencias que llevan a cabo actividades de inteligencia y contrainteligencia deberán rendir un informe anual de carácter clasificado tramitado por el conducto regular ante el Ministro de Defensa. Este informe verificará la aplicación de los principios, límites y fines enunciados en esta Ley, en la autorización y el desarrollo de actividades de inteligencia y contrainteligencia. Para ello, los Inspectores de la Fuerza Pública contarán con toda la colaboración de las diferentes agencias, quienes en ningún caso podrán revelar sus fuentes. 

En el caso del Departamento Administrativo de Seguridad (DAS) y la Unidad de Información y Análisis Financiero (UIAF), el informe mencionado en el inciso anterior deberá ser rendido anualmente por la Oficina de Control Interno Disciplinario ante el Director del Departamento, en el primer caso, y ante el Ministro de Hacienda en el segundo.

Parágrafo. En cualquier caso el informe rendido por cada entidad no suplirá los controles que ejercen los organismos de control del Estado.  

Artículo 11. - Control estatal de la actividad de inteligencia.  El balance de gestión anual rendido por el Presidente de la República ante el Congreso, incluirá un informe relativo al cumplimiento de los mecanismos de control y supervisión internos de las agencias que desarrollan actividades de inteligencia y contrainteligencia. Para estos efectos cada agencia que lleva a cabo actividades de inteligencia y contrainteligencia deberá rendir su informe a más tardar el 30 de mayo de cada año; de tal forma que el Ministro de Defensa y el Director del DAS, o la autoridad competente en el caso de las demás agencias, hagan una evaluación del cumplimiento de los principios, límites y fines enunciados en esta Ley y se la presenten al Presidente de la República a más tardar el 30 de junio de cada año. 

Capitulo IV
Bases de datos y archivos de Inteligencia y Contrainteligencia

Artículo 12. – Centros de Protección de datos de inteligencia y contrainteligencia. Cada una de las agencias que desarrolla actividades de inteligencia y contrainteligencia creará un Centro de Protección de datos y archivos de Inteligencia y Contrainteligencia (CPD), con el fin de garantizar que los procesos de recolección, almacenamiento, producción y difusión de la información de inteligencia y contrainteligencia estén enmarcados en la Constitución y la Ley. 

Artículo 13. – Objetivos de los CPD. Cada CPD tendrá los siguientes objetivos:

13.1. Controlar el ingreso y la salida de información a las bases de datos y archivos de inteligencia y contrainteligencia, garantizando de manera prioritaria su reserva constitucional y legal.

13.2. Asegurar que aquellos datos de inteligencia y contrainteligencia que una vez almacenados no sirvan para los fines establecidos en el artículo 5 de la presente ley, sean actualizados, depurados o destruidos según sea el caso. Los criterios de actualización, depuración y destrucción serán reglamentados teniendo en cuenta la obligación de proteger los derechos fundamentales de los ciudadanos al buen nombre, la honra y el debido proceso, así como también, el deber de garantizar la preservación de la memoria histórica de la Nación.  

13.3. Garantizar que la información no será almacenada en las bases de datos de inteligencia y contrainteligencia por razones de género, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica, pertenencia a una organización sindical o de derechos humanos, o para promover los intereses de cualquier partido político.
Artículo 14. - Difusión de datos de inteligencia y contrainteligencia. Los datos de inteligencia y contrainteligencia que reposan en los CPD, al estar amparados por la reserva legal, no podrán hacerse públicos ni serán difundidos a particulares. Sin embargo, no se podrá oponer la reserva legal a los requerimientos de autoridades penales, disciplinarias o fiscales. 

Capítulo V

Reserva y secreto profesional en inteligencia y contrainteligencia

Artículo 15. – Reserva. Por la naturaleza de las funciones que cumplen las agencias que desarrollan actividades de inteligencia y contrainteligencia sus documentos, información y elementos técnicos, estarán amparados por la reserva legal por un término máximo de 40 años y tendrán carácter de información clasificada según el grado que les corresponda en cada caso. 

Parágrafo. El servidor público que decida ampararse en la reserva para no suministrar una información debe hacerlo motivando por escrito la razonabilidad y proporcionalidad de su decisión y fundándola en esta disposición legal. En cualquier caso, frente a tales decisiones procederán los recursos y acciones legales y constitucionales del caso.  

Artículo 16. – Compromiso de reserva.  Los servidores públicos de las agencias que desarrollen actividades de inteligencia y contrainteligencia, los funcionarios que adelanten actividades de control, supervisión y revisión de documentos o bases de datos de inteligencia y contrainteligencia, y los usuarios de los productos de inteligencia, se encuentran obligados a suscribir acta de compromiso de reserva en relación con la información de que tengan conocimiento. Quienes indebidamente y bajo cualquier circunstancia divulguen información o documentos clasificados, incurrirán en falta disciplinaria gravísima, sin perjuicio de las acciones penales a que haya lugar.

Parágrafo. El deber de reserva de los servidores públicos de las agencias que desarrollen actividades de inteligencia y contrainteligencia, y de los funcionarios y usuarios antes mencionados, permanecerá aún después del cese de sus funciones o retiro de la institución hasta el término máximo que establezca la ley. Las agencias que desarrollan actividades de inteligencia y contrainteligencia deberán tomar todas las medidas necesarias para impedir que sus miembros copien, porten, reproduzcan, almacenen, manipulen o divulguen cualquier tipo de información de inteligencia o contrainteligencia con fines distintos al cumplimiento de su misión, y diseñarán mecanismos que les permitan sancionar de manera efectiva estas conductas.     

Artículo 17. – Secreto profesional en inteligencia y contrainteligencia.  Entiéndase por secreto profesional aquello que no es lícito revelar sin justa causa. Los servidores públicos de las agencias que desarrollan actividades de inteligencia y contrainteligencia están obligados a guardar el secreto profesional en todo aquello que por razón del ejercicio de sus actividades hayan visto, oído o comprendido. En este sentido, los servidores públicos a los que se refiere este artículo están exonerados del deber de denuncia y no podrán ser obligados a declarar en contra de sus fuentes. 

Artículo 18. – Modificación de penas para los delitos de divulgación y empleo de documentos reservados y acceso abusivo a un sistema informático. Con el objeto de garantizar la reserva legal de los documentos de inteligencia y contrainteligencia y evitar su divulgación por parte de los miembros de agencias que llevan a cabo este tipo de actividades, los artículos 194, 195, 418, 419 y 420 del Código Penal quedarán así: 
“Artículo 194. Divulgación y empleo de documentos reservados. El que en provecho propio o ajeno o con perjuicio de otro divulgue o emplee el contenido de un documento que deba permanecer en reserva, incurrirá en pena de prisión de cinco (5) a ocho (8) años, siempre que la conducta no constituya delito sancionado con pena mayor.

Artículo 195. Acceso abusivo a un sistema informático. El que abusivamente se introduzca en un sistema informático protegido con medida de seguridad o se mantenga contra la voluntad de quien tiene derecho a excluirlo, incurrirá en pena de prisión de cinco (5) a ocho (8) años. 

Artículo 418. Revelación de secreto. El servidor público que indebidamente dé a conocer documento o noticia que deba mantener en secreto o reserva, incurrirá en pena de prisión de cinco (5) a ocho (8) años y pérdida del empleo o cargo público. 

Si de la conducta resultare perjuicio, la pena será de cinco (5) a ocho (8) años de prisión, multa de quince (15) a sesenta (60) salarios mínimos legales mensuales vigentes, e inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por cinco (5) años.

Artículo 419. Utilización de asunto sometido a secreto o reserva. El servidor público que utilice en provecho propio o ajeno, descubrimiento científico, u otra información o dato llegados a su conocimiento por razón de sus funciones y que deban permanecer en secreto o reserva, incurrirá en pena de prisión de cinco (5) a ocho (8) años y pérdida del empleo o cargo público, siempre que la conducta no constituya otro delito sancionado con pena mayor.

Artículo 420. Utilización indebida de información oficial privilegiada. El servidor público que como empleado o directivo o miembro de una junta u órgano de administración de cualquier entidad pública, que haga uso indebido de información que haya conocido por razón o con ocasión de sus funciones y que no sea objeto de conocimiento público, con el fin de obtener provecho para sí o para un tercero, sea éste persona natural o jurídica, incurrirá en pena de prisión de cinco (5) a ocho (8) años y pérdida del empleo o cargo público.”

Artículo 19. – Modificación de penas para el delito militar de revelación de secretos. Con el objeto de garantizar la reserva legal de los documentos de inteligencia y contrainteligencia y evitar su divulgación por parte de los miembros de la Fuerza Pública que llevan a cabo este tipo de actividades en desarrollo del servicio, el artículo 149 del Código Penal Militar quedará así:

“Artículo 149. Revelación de secretos. El miembro de la Fuerza Pública que revele documento, acto o asunto concerniente al servicio, con clasificación de seguridad secreto, o ultrasecreto, incurrirá en prisión de cinco (5) a ocho (8) años.

Si la revelación fuere de documento, acto o asunto clasificado como reservado, el responsable incurrirá en prisión de tres (3) a cinco (5) años.

Capitulo VI
Protección de los servidores públicos que realizan actividades de inteligencia y contrainteligencia

Artículo 20. – Protección de la identidad.  Con el fin de proteger la vida e integridad de los servidores públicos que desarrollan actividades de inteligencia y contrainteligencia, y para facilitar la realización de las actividades propias de su cargo, el gobierno creará mecanismos para la protección de la identidad del funcionario que deberán ser utilizados exclusivamente en el ejercicio de sus funciones y actividades. 

El servidor público que bajo cualquier circunstancia dé a conocer información sobre la identidad de quienes desarrollen actividades de inteligencia o contrainteligencia incurrirán en falta disciplinaria gravísima, sin perjuicio de las acciones penales a que haya lugar.

Parágrafo. En la implementación de los mecanismos de protección contemplados en este artículo, las entidades estatales pondrán en marcha las medidas de control necesarias y podrán suscribir los convenios interinstitucionales a que haya lugar. 

Artículo 21. – Protección de los servidores públicos que desarrollan actividades de inteligencia y contrainteligencia y su núcleo familiar.  Los servidores públicos pertenecientes a las agencias que desarrollan actividades de inteligencia y contrainteligencia que con ocasión del cumplimiento de sus funciones y actividades se vean compelidos a riesgo o amenaza actual e inminente contra su integridad personal o la de su núcleo familiar, tendrán la debida protección del Estado. Para este propósito cada institución establecerá los mecanismos de protección pertinentes.

Capítulo VII
Gastos Reservados

Artículo 22. - Régimen de contratación de los gastos reservados. Según fue establecido en la Ley 1097 de 2006, las erogaciones que se ejecuten con cargo a gastos reservados que de conformidad con el concepto del ordenador del gasto no puedan ser ejecutadas por los canales ordinarios, no se sujetarán a las normas y procedimientos previstos en el Estatuto de Contratación Estatal. Dichas erogaciones se someterán al procedimiento especial creado a través de esta Ley.

Artículo 23. - Ámbito de aplicación. Este procedimiento especial de contratación será observado por las entidades estatales en sus erogaciones con cargo a gastos reservados, cuando el ordenador del gasto determine que no pueden ser ejecutadas por los canales ordinarios de la respectiva entidad.

Artículo 24. - Principios. Son principios orientadores del procedimiento especial a que se refiere esta Ley, además de los previstos en la Constitución Política de Colombia, los siguientes:

24.1. Selección Objetiva: Es objetiva la selección en la cual la escogencia se hace al ofrecimiento más favorable a la entidad y a los fines que ella busca, sin tener en consideración factores de afecto o de interés y, en general, cualquier clase de motivación subjetiva que pueda inducir en error a los proponentes. 

24.2.  Transparencia: En virtud de este principio en los procesos contractuales se concederá a los interesados y a las autoridades públicas que así lo requieran, la oportunidad de conocer y controvertir los informes, conceptos y decisiones que se rindan o adopten, para lo cual establecerá etapas que permitan el conocimiento de dichas actuaciones y otorguen la posibilidad de expresar observaciones. 

24.3. Reserva: Los servidores públicos, contratistas y en general quienes intervengan a cualquier título en el trámite, desarrollo y concreción de los contratos con cargo a gastos reservados, están obligados a mantener con clasificación reservada toda la información a la que tengan acceso por razón de su participación en el respectivo proceso, so pena de las sanciones civiles, penales y disciplinarias a que haya lugar.

24.4.  Especialidad: Por lo particular de las adquisiciones y la destinación específica de las actividades a que se refiere el Artículo 1 de la Ley 1097 de 2006, el trámite para su contratación no puede corresponder al general de la contratación estatal.

24.5.  Eficacia: En virtud de este principio los procedimientos establecidos deben lograr su finalidad, adaptándose a las circunstancias de tiempo, modo y lugar del proceso contractual y removiendo los obstáculos puramente formales que impidan su cumplimiento.

24.6.  Imprescindibilidad: Las adquisiciones que se efectúen con cargo a gastos reservados, deben obedecer a requerimientos de carácter indispensable en términos tales que su no provisión, ponga en riesgo el desarrollo y efectividad de las actividades enunciadas en el artículo 1 de la Ley 1097 de 2006.

24.7.  Responsabilidad: Quienes intervienen en este procedimiento especial de contratación están obligados a cumplir los fines de la contratación, a vigilar la correcta ejecución del objeto del contrato y a proteger los derechos de la entidad y del contratista.

Artículo 25. - Cuantía y niveles de autorización. La ejecución de los recursos de gastos reservados será autorizada en los siguientes niveles:

a) Nivel 1. Para la contratación que supere 5.000 salarios mínimos mensuales legales vigentes, el jefe de la sección presupuestal correspondiente u organismo, a cuyo cargo se encuentren actividades de las relacionadas en el artículo 1 de la Ley 1097 de 2006, debe autorizar previamente el inicio de este procedimiento especial;

b) Nivel 2. Para la contratación que se encuentre entre 0 y 5.000 salarios mínimos mensuales legales vigentes, la autorización previa para iniciar este procedimiento especial la debe impartir el funcionario en quien se haya delegado la ordenación del gasto con cargo a gastos reservados, en los términos de la respectiva delegación.

Parágrafo. La autorización previa para aplicar el procedimiento especial de contratación debe siempre constar por escrito.

Artículo 26. - Procedimiento especial de contratación. Para la celebración de los contratos con cargo al rubro de gastos reservados, se adelantará el siguiente procedimiento especial, cuando a criterio del ordenador del gasto las erogaciones no puedan ser ejecutadas por los canales ordinarios.

1.  Elaborar un estudio sucinto que determine la necesidad y la condición técnica.

2.  La entidad tendrá en cuenta los precios y las condiciones del mercado cuando ello aplique.

3. El Ordenador del Gasto emitirá en forma escrita la autorización para adelantar el procedimiento especial. En esta autorización, que se entenderá prestada bajo la gravedad del juramento, constarán las circunstancias a que se refiere este numeral, conforme a lo dispuesto en el artículo 8 de la Ley 890 de 2004.

4. Los contratos de adquisición de bienes o servicios para la ejecución de actividades de inteligencia, contrainteligencia o investigación criminal podrán celebrarse sin que requiera obtenerse previamente cotizaciones de ninguna clase, cuando se trate de operaciones en cubierto que pongan en peligro la seguridad de las personas que intervienen en las mismas o de la información. 

5. La escogencia del bien o servicio a contratar se hará de acuerdo con la conveniencia institucional y buscando satisfacer la necesidad planteada para favorecer el cumplimiento de la misión.

6.  El contrato originado en procedimientos especiales deberá constar siempre por escrito. En todo caso se tendrá como referencia lo establecido para los contratos sin formalidades plenas de que trata la Ley 80 de 1993 y sus decretos reglamentarios. 

7. Cuando el contrato establecido en el numeral anterior, sea de adquisición de bienes devolutivos, al cabo del cumplimiento de la misión, la entidad adquiriente deberá incorporarlos a sus inventarios, siempre y cuando sean recuperables.

8. En los contratos de prestación de servicio originado en el procedimiento especial mediará certificación de quien recibió el servicio a satisfacción.

Artículo 27. - Publicidad de los contratos. Por la naturaleza de la contratación por el rubro de gastos reservados, los contratos que celebren las entidades a que se refiere el artículo 2 de la Ley 1097 de 2006, no requieren publicación en el Diario Único de Contratación Pública, ni en el portal de contratación de la Entidad. Los contratos así celebrados, gozarán de reserva legal.

Artículo 28. – Procedimientos de ejecución y legalización. Los Procedimientos para la ejecución y legalización de las erogaciones por operaciones de inteligencia, contrainteligencia, investigación criminal, pago de informaciones y recompensas se regirán por la reglamentación ordenada en el artículo 6 de la Ley 1097 de 2006.

Capítulo VIII

Deberes de colaboración de las entidades públicas y privadas

Artículo 29. - Deber de colaboración de las entidades públicas y privadas. Las entidades públicas y privadas deberán cooperar con las agencias de inteligencia y contrainteligencia para el cumplimiento de los fines enunciados en esta Ley. En caso de que la información solicitada esté amparada por la reserva legal, las agencias de inteligencia y las entidades públicas y privadas podrán suscribir convenios interinstitucionales de mutuo acuerdo. En cualquier caso, la entrega de tal información no constituirá una violación a la reserva legal, toda vez que la misma continuará bajo este principio, al cual se encuentran obligados los servidores públicos de inteligencia y contrainteligencia en virtud de lo dispuesto en la presente Ley. 

Artículo 30.- Vigencia.  La presente Ley rige a partir de la fecha de su promulgación y deroga el Decreto 2233 de 1995 y demás disposiciones que le sean contrarias

Atentamente,
JUAN MANUEL SANTOS C.               


Ministro de Defensa Nacional 
         


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Introducción

La inteligencia es una actividad que contribuye al cumplimiento de los fines del Estado Social de Derecho. Consiste en recolectar, procesar y diseminar información útil respecto a amenazas a la soberanía nacional o a actividades que pongan en peligro la estabilidad institucional, el orden público y la seguridad de las personas. Se trata entonces de una actividad de prevención de amenazas que puedan atentar contra la soberanía, la independencia, la integridad del territorio nacional, el orden constitucional, el libre ejercicio de los derechos y libertades públicas, o la paz.

En Colombia esta actividad de prevención cobra especial relevancia, dadas las graves amenazas a la seguridad que desde hace tiempo aquejan al país: el terrorismo, el narcotráfico, el tráfico de armas y explosivos, el lavado de activos, entre otras. No es posible proteger a las instituciones democráticas, a sus representantes y a la población en general sin un adecuado trabajo de inteligencia. El carácter transnacional de muchas de estas amenazas hace aún más urgente el fortalecimiento de esta actividad, puesto que la cooperación internacional entre agencias de inteligencia es la primera línea de defensa de las instituciones.  

En este contexto la inteligencia se convierte en una herramienta primordial del Estado colombiano para asegurar la prevalencia del orden constitucional.  Así lo ha reconocido la Corte Constitucional, cuando afirma: “los organismos de seguridad del Estado, internamente, pueden y deben contar con toda la información necesaria para el normal, adecuado, eficiente, legítimo y democrático ejercicio de su función de servicio a la sociedad civil y defensa del orden público y de las instituciones”
. No puede haber duda entonces de la necesidad, legalidad y legitimidad de la actividad de inteligencia. 

Sin embargo, la inteligencia no cuenta hasta la fecha con un marco legal adecuado, que por una parte defina con claridad sus fines, sus límites y los controles que sobre esta actividad se deben ejercer, y que por la otra ofrezca la debida protección a la información que se recolecta y a los funcionarios públicos que con grandes riesgos ejercen esta actividad con miras a asegurar la protección de las instituciones y los ciudadanos. 

Así como la labor de inteligencia es un instrumento de protección y conservación del Estado Social de Derecho, así también está sometida a la juridicidad y está limitada por los derechos fundamentales de los ciudadanos. Si bien es precisamente a través de una inteligencia de alta calidad que puede garantizarse la protección de los derechos fundamentales, las actividades de inteligencia en sí mismas deben estar adecuadamente guiadas y limitadas, de tal forma que sus beneficios excedan claramente las restricciones impuestas sobre otros derechos fundamentales. 

De ahí la necesidad de establecer un marco jurídico claro que requiera una adecuada ponderación de fines y medios a la hora de realizar actividades de inteligencia. Pero además, y de manera prioritaria, un marco jurídico que permita proteger los intereses del Estado y de las instituciones democráticas, reconociendo la juridicidad y los derechos humanos como elementos a la vez legitimadores y limitantes de la actividad de inteligencia
.

Si bien el marco jurídico en el que deben operar las agencias que llevan a cabo actividades de inteligencia y contrainteligencia es la Constitución misma, la existencia de zonas grises y la tensión constante entre valores constitucionales como la seguridad y la intimidad exigen la clarificación de las normas para su operación. La Corte Constitucional ha señalado que estas actividades, al tener como fin la preservación del orden constitucional y la convivencia pacífica, se regulan por los artículos 217 y 218 (Funciones de las Fuerzas Militares y la Policía), en concordancia con los artículos 1 (dignidad humana y prevalencia del interés general), 4 (respeto y obediencia a las autoridades), 29 (debido proceso) y 83 (presunción de la buena fe). 

Este amplio marco requiere de mayor precisión. Importa, por ejemplo, precisar el alcance del principio de reserva de la información proveniente de la actividad de inteligencia, tanto entre las propias instancias del Estado como en relación con terceros. Al respecto, la Corte Constitucional ha reiterado en su jurisprudencia que la información de inteligencia debe ser reservada -una de las pocas excepciones al principio de publicidad de la gestión pública-: “los funcionarios públicos, están autorizados para no permitir el acceso a aquellos documentos cuya consulta o comunicación pueda atentar contra secretos protegidos por ley, tales como los concernientes a la defensa y seguridad  nacionales”
. Este proyecto de Ley busca precisamente garantizar que la información recolectada en actividades de inteligencia y contrainteligencia se mantenga en estricta reserva para la protección de los derechos fundamentales al debido proceso, la honra y el buen nombre. 

Sin embargo, la reserva de la información no es sólo de especial interés en relación con la protección de estos derechos. No resulta exagerado afirmar que la principal razón por la cual los importantes resultados de seguridad de los últimos años no han sido aún mayores es la fuga de información reservada. Por ello la clarificación de la norma y el fortalecimiento de las penas por su violación son asuntos de la mayor importancia para la seguridad de la Nación y de los ciudadanos.   

El mantenimiento y la garantía de la reserva de la información es además parte esencial de diversos compromisos bilaterales y de cooperación internacional que Colombia ha adquirido en la materia. En los últimos años, las agencias colombianas que llevan a cabo actividades de inteligencia y contrainteligencia se han insertado de manera positiva en los bloques regionales, hemisféricos y globales en materia de seguridad y justicia. Esta confianza y reconocimiento de otros países y organismos multilaterales al país se refleja, por ejemplo, en la suscripción de acuerdos como el firmado el 9 de enero de 2004 en Bruselas entre el Presidente Uribe y Javier Solana, Representante de la Política Exterior y de Seguridad Común de la Unión Europea, que posicionó a Colombia como el único país del hemisferio con oficina de enlace en la sede de Europol en la Haya, Holanda. Este acuerdo, que permite el intercambio de información de inteligencia entre los países europeos y Colombia, exige para nuestro país estrictas normas de protección de la reserva, el secreto profesional y garantía de los derechos fundamentales en el desarrollo de actividades de inteligencia y contrainteligencia. De estos requerimientos, contemplados todos en este proyecto de Ley, depende su buen funcionamiento y su profundización. 

Éste es entonces el objetivo de este proyecto de Ley: fortalecer el marco legal que permita a las agencias que desarrollan actividades de inteligencia y contrainteligencia llevar a cabo su misión constitucional y legal de manera transparente y efectiva, dentro de un marco de estrictos límites, principios y fines.    

Contenido del Proyecto

Capítulo I – Principios Generales

El primer capítulo del proyecto de Ley define las actividades de inteligencia y contrainteligencia como aquellas que desarrollan las agencias especializadas del Estado para recolectar, procesar y difundir información necesaria para prevenir y combatir amenazas contra la convivencia democrática, la seguridad y la defensa nacional; establece los fines de las actividades de inteligencia y contrainteligencia; y señala los límites y principios a los cuales deben ceñirse estas actividades. 

El capítulo parte de la base de que las labores de inteligencia llevadas a cabo por las agencias de inteligencia del Estado son determinantes para prevenir graves amenazas y lograr el efectivo cumplimiento de su misión constitucional, pero que esas actividades también deben obedecer ciertos principios y enmarcarse dentro de estrictos límites
.  

En particular, el artículo 5 del proyecto de Ley establece unos principios -de idoneidad, de necesidad y de proporcionalidad- que, en combinación con los fines enunciados en el artículo 4, establecen un marco para la ponderación de las actividades de inteligencia y contrainteligencia, con el fin de asegurar que éstas impliquen un ejercicio serio de reflexión con anterioridad a la limitación de algunos derechos fundamentales. En otras palabras, se trata sencillamente de que antes de desarrollar cualquier actividad de inteligencia los funcionarios responsables se hagan preguntas como: ¿el fin que se persigue es uno de importancia para la seguridad de la Nación y de los ciudadanos? ¿Y es necesario desarrollar esta actividad para cumplirlo, o hay otras opciones? En cualquier caso, ¿los métodos propuestos se ajustan a los fines y son proporcionales, o exceden el propósito que se quiere cumplir?    

Estos principios han sido reiterados por la Corte Constitucional en su jurisprudencia sobre “test de razonabilidad” como herramientas para evaluar la constitucionalidad de afectar un derecho fundamental. La Corte ha señalado la importancia de los principios de necesidad, idoneidad, y proporcionalidad en las actividades de inteligencia al afirmar que “la información que se recopila ha de ser la estrictamente necesaria, de manera que no se afecte el derecho de los asociados a la intimidad. Además, para que se emprenda una investigación sobre determinadas  personas deben existir motivos que permitan presumir de manera razonable que ellas pueden haber incurrido en un ilícito”
.  

Capítulo II - Coordinación y cooperación en las actividades de inteligencia y contrainteligencia

Este capítulo tiene como fin reiterar la importancia de que las agencias que lleven a cabo actividades de inteligencia y contrainteligencia cooperen en la realización de operaciones coordinadas, evitando la duplicidad de funciones y logrando resultados más efectivos. En ese sentido, el proyecto reconoce la existencia de la Junta de Inteligencia Conjunta como el órgano encargado de coordinar la inteligencia estatal y señala quiénes la integran y cuáles son sus funciones principales, de acuerdo a la forma en que ésta opera en la actualidad.  
Capítulo III - Control y Supervisión

El tercer capítulo del proyecto de Ley establece unos controles para el efectivo respeto del marco constitucional y legal. Para ello se introduce la obligación de que toda operación de inteligencia debe surgir de una orden de operaciones o una misión de trabajo, y que debe tener soportes correspondientes y haber sido autorizada por el superior jerárquico. Adicionalmente, esta autorización se somete al cumplimiento de ciertos requisitos, asegurando que sólo sean autorizadas aquellas actividades de inteligencia que persigan los fines constitucionales establecidos y estén dentro de los límites y los principios señalados. Finalmente, y como medida de supervisión de estos controles, anualmente se presentará al Congreso un informe del cumplimiento de los mecanismos de control internos de las agencias que desarrollan actividades de inteligencia.

En conjunto, estos controles establecen un andamiaje que asegura que toda operación  tenga un responsable de su autorización, que esa autorización sea dada teniendo en cuenta los principios mencionados, y que se desarrollen actividades posteriores de inspección y supervisión para garantizar que se ha cumplido con los procedimientos de control. 

La introducción de controles administrativos a la inteligencia preventiva no es extraña y de hecho la gran mayoría de servicios de inteligencia de tradición cuentan con ellos: el control más efectivo es el que se hace al interior de la institución. Sin embargo, los controles administrativos establecidos en este capítulo no son contrarios a la aplicación de controles y autorizaciones judiciales para aquellas actividades propias de policía judicial. 

Capítulo IV – Bases de datos y archivos de inteligencia y contrainteligencia

El cuarto capítulo del proyecto de Ley fortalece los controles a las bases de datos y archivos de inteligencia, para garantizar la protección de los derechos fundamentales y el respeto por las garantías constitucionales. Para ello, el proyecto crea los Centros de Protección de Datos de inteligencia (CPD) en cada una de las agencias que desarrollan actividades de inteligencia y contrainteligencia, con el fin de garantizar que los procesos de recolección, almacenamiento y difusión de la información de inteligencia sean acordes a los estándares constitucionales al respecto y a los fines y principios enunciados en esta Ley. 

Uno de los principales fundamentos constitucionales detrás de estas medidas de control es la protección de la reserva de los datos y los archivos de inteligencia y contrainteligencia. Al respecto, la Corte Constitucional ha precisado que la imposibilidad de difundir al exterior la información sobre una persona “no impide que los organismos de inteligencia realicen sus propias investigaciones, (…) [pero deben hacerlo] sin vulnerar los derechos fundamentales tales como la intimidad, el buen nombre y la honra de las personas; (…) [para lo cual] las investigaciones deben adelantarse bajo los estrictos lineamientos impuestos por el principio de la reserva”
 Adicionalmente, la Corte Constitucional ha enunciado parámetros generales de administración de datos personales con el fin de proteger el derecho fundamental al habeas data. Los datos de inteligencia, en particular, deben cumplir con los principios de utilidad, finalidad y caducidad
. Los CPD asegurarán, entre otras cosas, que los datos de inteligencia que se almacenan sean los que necesiten para cumplir con los fines mencionados en la Ley y que no permanezcan en las bases cuando dejen de servir a los fines de las actividades de inteligencia y contrainteligencia.

Por su parte, la Alta Comisionada de la Naciones Unidas para los Derechos Humanos, recomendó en su informe de 2006 al Congreso de la República expedir una Ley que “regule los derechos de las personas naturales y jurídicas para rectificar las informaciones sobre ellas recogidas en los archivos de inteligencia de los organismos estatales (…)[y que alentaba] a las autoridades a avanzar en la anunciada revisión de los criterios aplicables a la información constitutiva de los archivos de inteligencia”
.
Teniendo en cuenta lo anterior, este proyecto de Ley busca fortalecer el marco legal para la administración de las bases de datos de inteligencia teniendo como objetivos principales los siguientes: 

1. El cumplimiento del principio de reserva (Artículo 13, numeral 1); 

2. Ordenar la actualización, depuración o destrucción de aquellos datos que dejen de servir para el cumplimiento de los fines constitucionales antes mencionados (Artículo 13, literal 2); y

3. Garantizar que la información no será almacenada en las bases de datos de inteligencia y contrainteligencia por razones discriminatorias (Artículo 13, literal 3). 

La creación de los CPD obedece precisamente al cumplimiento de estos objetivos.  
Capítulo V - Reserva y secreto profesional en inteligencia y contrainteligencia

El quinto capítulo de este proyecto de Ley pretende garantizar que la información clasificada que conozcan las agencias que desarrollan actividades de inteligencia y contrainteligencia se mantenga en estricta reserva. Con esto, se busca por una parte proteger -como ya se señaló- los derechos de los ciudadanos a su intimidad, buen nombre, honra y debido proceso, entre otros. Y por la otra, evitar que fugas de información clasificada pongan en riesgo la seguridad de la Nación y de los ciudadanos. 

Por ello las estrategias diseñadas en este aparte están dirigidas a garantizar que exista un marco legal que resguarde la información de inteligencia, que proteja a los funcionarios de las agencias de inteligencia para que -como ocurre en todas las democracias avanzadas- no se vean obligados a violar la reserva, y que a la vez los disuada de transgredirla. En la actualidad, la reserva de la información de inteligencia se presume, pero no existe una reserva consagrada de manera legal para evitar su difusión. 

De otra parte, las normas vigentes sobre secreto profesional y deber de denuncia y testimonio no protegen suficientemente la reserva de las actividades de inteligencia y contrainteligencia. Finalmente, las normas que prohíben violar la reserva y el secreto son insuficientes para tener un verdadero efecto disuasivo. 

Frente a este panorama, este capítulo: 

1. Establece la reserva legal de estos documentos como excepción al deber de publicidad; 

2. Crea el compromiso de reserva de sus funcionarios, el cual tiene efectos aún con posterioridad al cese de sus funciones; 

3. Establece que tales personas deben guardar el secreto profesional y por lo tanto están exonerados del deber de denuncia y no pueden ser obligados a declarar en contra de sus fuentes; y 

4. Aumenta las penas de los delitos de divulgación, empleo de documentos reservados, acceso abusivo a un sistema informático y del delito militar de revelación de secretos.

La justificación de estas medidas no es otra que el ya reiterado principio de reserva de la información de inteligencia y contrainteligencia, que como se mencionó anteriormente ha sido expuesto por la Corte Constitucional en diversas sentencias. Las medidas propuestas en este capítulo son entonces la materialización legal del mismo, que debe estar acompañada de la implementación de herramientas específicas para su efectivo cumplimiento. En particular, la Corte Constitucional ha avalado la creación de la reserva legal “para garantizar la defensa de los derechos fundamentales de terceras personas que puedan resultar desproporcionadamente afectados por la publicidad de una información y ante la necesidad de mantener la reserva para garantizar la seguridad y defensa nacional”
.
Sin embargo, la Corte también ha señalado que sólo es legítimo introducir por Ley una restricción del derecho de acceso a la información pública cuando sus términos sean precisos y claros; la no entrega de la información se motive por escrito justificando la razonabilidad y proporcionalidad de la decisión; se establezca un límite temporal para tal reserva; se custodie la información; se ejerzan controles a tales decisiones; y existan recursos o acciones judiciales para impugnar la decisión de mantener en reserva una información determinada
. Todas estas consideraciones se encuentran incorporadas en el artículo 15 del proyecto de Ley. 
Frente a los artículos 18 y 19 es importante recordar lo que ha señalado la propia Corte Constitucional: “el estatuto criminal es una de las principales fuentes del derecho penal, pero ello no significa que todos los temas penales deban ser reglamentados únicamente en el respectivo Código ni que el Legislador deba expedir leyes especializadas pero aisladas del sistema jurídico”
. En este caso, en la medida en la que esta Ley pretende garantizar la reserva de los documentos clasificados y evitar la divulgación de los secretos, el aumento de las penas de los delitos que buscan sancionar estas conductas guarda unidad de materia con la misma. 

Capítulo VI – Protección de los servidores públicos que realizan actividades de inteligencia y contrainteligencia

El sexto capítulo de este proyecto de Ley está dirigido a proteger a los servidores públicos que realizan actividades de inteligencia y contrainteligencia, así como a los miembros de sus núcleos familiares. El país tiene una larga historia de hombres y mujeres que dedican su vida a la actividad de inteligencia poniendo en riesgo permanente su vida y su libertad, sin que el Estado tenga medios legales para garantizar la protección y defensa de su misión. Con no poca frecuencia, agentes de inteligencia que logran infiltrarse en organizaciones al margen de la Ley terminan en la cárcel al ser capturados por otro organismo del Estado, ya que no existen mecanismos para proteger su verdadera identidad. Además, estos servidores, sus familias y sus fuentes se encuentran en constante peligro, puesto que su identidad no está debidamente protegida: cualquier persona puede encontrarlos en la nómina de la institución para la que trabajan, descubrir su función y atentar contra su vida o su integridad personal.  

En este sentido, y en la medida en que el ejercicio de actividades de inteligencia y contrainteligencia supone asumir riesgos adicionales, el diseño de mecanismos para la protección de la identidad e integridad personal de estos funcionarios y su núcleo familiar es condición necesaria para la efectiva realización de estas actividades. 

Con este propósito, el proyecto de Ley propone las siguientes estrategias: 

1. Autoriza al gobierno para crear mecanismos para la protección de la identidad de los servidores públicos que llevan a cabo estas actividades, en especial a través de la suscripción de acuerdos interinstitucionales; y 

2. Ordena a cada institución establecer los mecanismos de protección pertinentes para sus funcionarios.  

Capítulo VII - Gastos Reservados

Este capítulo establece el régimen de contratación de gastos reservados para actividades de inteligencia y contrainteligencia. El legislador creó los gastos reservados mediante la Ley 1097 de 2006,  como “aquellos que se realizan para la financiación de actividades de inteligencia, contrainteligencia, investigación criminal, protección de testigos e informantes”. De igual forma, señaló cuáles son las entidades autorizadas para contratar estos gastos y cómo opera el control y la fiscalización de los mismos. 

Esta norma fue revisada por la Corte Constitucional, la cual señaló que “el establecimiento de un límite al derecho de acceso a la información con el objetivo de garantizar la seguridad nacional y el orden público no viola la Constitución”
. No obstante, aclaró que sólo es legítima una restricción del derecho de acceso a la información pública cuando: “i) la restricción está autorizada por la ley o la Constitución; ii) la norma que establece el límite es precisa y clara en sus términos de forma tal que no ampare actuaciones arbitrarias o desproporcionadas de los servidores públicos; iii) el servidor público que decide ampararse en la reserva para no suministrar una información motiva por escrito su decisión y la funda en la norma legal o constitucional que lo autoriza; iv) la ley establece un límite temporal a la reserva; v) existen sistemas adecuados de custodia de la información; vi) existen controles administrativos y judiciales de las actuaciones o decisiones reservadas; vii) la reserva opera respecto del contenido de un documento público pero no respecto de su existencia; viii) la reserva obliga a los servidores públicos comprometidos pero no impide que los periodistas que acceden a dicha información puedan publicarla; ix) la reserva se sujeta estrictamente a los principios de razonabilidad y proporcionalidad; x) existen recursos o acciones judiciales para impugnar la decisión de mantener en reserva una determinada información”.
Adicionalmente, la misma sentencia declaró inexequible, a partir del 20 de junio de 2008, el segundo inciso del artículo 3 de la Ley, argumentando que “por virtud de lo dispuesto en el artículo 150-25 de la Carta, el régimen general de contratación de gastos reservados debe encontrarse plasmado en una norma de rango legal y no en un decreto reglamentario”. Teniendo en cuenta esta declaración, así como la constitucionalidad de la norma en general y los criterios señalados por al Corte para justificar la existencia de una reserva legal en este caso, este capítulo del proyecto busca crear por Ley el régimen de contratación especial. 

Las normas incluidas en este capítulo transcriben lo establecido en el Decreto 1837 de 2007 que, antes de la declaratoria de inconstitucionalidad, reglamentaba el artículo 3 de la mencionada Ley. Estas normas, como cualquier otro procedimiento de contratación especial, establecen una serie de principios acordes a aquellos dispuestos por la Ley 80, señalan cuantías para determinar el nivel de autorización de la contratación, establecen el procedimiento específico para su contratación, crean la excepción de inscripción en el Diario Único de Contratación Pública y determinan el procedimiento de ejecución y legalización de estos contratos. Su principal objetivo, legitimado por demás por la sentencia C-491 de 2007 de la Corte Constitucional, es garantizar que estos gastos sean en efecto reservados.   

En este caso tampoco se viola el principio de unidad de materia porque el régimen de contratación que se busca establecer es precisamente aquél que permite financiar las actividades de inteligencia y contrainteligencia a las que se refiere este proyecto de Ley.  

Capítulo VIII - Deberes de colaboración de las entidades públicas y privadas

El capítulo séptimo establece deberes de colaboración para entidades públicas y privadas, con el fin de facilitar la labor de las agencias que desarrollan actividades de inteligencia y contrainteligencia para la efectiva realización de su misión constitucional. Al respecto, la Corte Constitucional ha avalado la imposición de deberes de colaboración a los ciudadanos cuando su fin es la protección de la seguridad nacional y el orden público: “corresponde a la ley definir previamente cuáles son las obligaciones específicas y precisas en materia de orden público que se derivan de los deberes ciudadanos en este campo”
.

Este tipo de deberes no son extraños en el contexto internacional. El rápido avance de las telecomunicaciones, en particular la expansión de la telefonía celular, han creado retos para la seguridad nacional. Por ello en países como EEUU se establecieron obligaciones específicas de colaboración para operadores y proveedores de servicios de comunicación (Ley CALEA de 2000), que deben informar a los Estados cuando introducen cambios de tecnología y proveer a las autoridades judiciales los protocolos y el software correspondiente.  

Reserva de Ley Estatutaria

Teniendo en cuenta los contenidos antes mencionados y luego de una amplia revisión de la jurisprudencia constitucional al respecto, hemos decidido presentar este Proyecto de Ley como una Ley Estatutaria porque consideramos que si bien no regula de manera integral un derecho fundamental, sí delimita el núcleo esencial de algunos derechos fundamentales como la intimidad en lo que tiene que ver con las actividades de inteligencia y contrainteligencia. Al respecto la Corte Constitucional ha señalado que “una ley debe ser tramitada como ley estatutaria cuando por medio de la norma está regulándose y complementándose un derecho y dicha regulación toca los elementos conceptuales y estructurales mínimos de los derechos fundamentales”
.

En este caso, al crearse un mecanismo para evaluar la procedencia o no de la restricción de un derecho fundamental para la realización de actividades de inteligencia, revisando su necesidad, idoneidad y proporcionalidad, lo que sucede es que de forma hermenéutica se establece frente a casos específicos el contenido mismo del núcleo esencial del derecho, por lo cual sería imposible regular una materia como ésta a través de una Ley ordinaria. 
Precisamente lo que pretende este Proyecto de Ley es tomarse en serio las garantías constitucionales; aceptando que las actividades de inteligencia y contrainteligencia usualmente restringen algunos derechos fundamentales; pero garantizando que tal limitación se haga de manera proporcional y bajo una estricta ponderación de su necesidad, idoneidad y proporcionalidad.  Además, la envergadura de un tema como éste y su relevancia para la seguridad y la defensa del país, ameritan el logro de los consensos suficientes para alcanzar la mayoría absoluta en una sola legislatura y para blindar su constitucionalidad con una revisión previa por parte de la Corte Constitucional. 

Atentamente,
JUAN MANUEL SANTOS C.               


Ministro de Defensa Nacional 
         

          

� Corte Constitucional, Sentencia T-444 de 1992; M.P. Alejandro Martínez Caballero.  


� Al respecto, la Corte Constitucional ha señalado que “la seguridad del Estado sólo puede ser entendida como una actividad reglada y mediatizada por propósitos independientes al aparato estatal mismo, puesto que su mira fundamental es la protección de los derechos de las personas.  Es un instrumento de protección individual y no un fin en si mismo”. Corte Constitucional. Sentencia T-525 de 1992; M.P. Ciro Angarita Barón. 


� Corte Constitucional, Sentencia T-473 de 1992; M.P. Ciro Angarita Barón. 


� Al respecto, la jurisprudencia constitucional ha señalado que “si el Estado se fundamenta en la dignidad y derechos de la persona, entonces la preservación del orden público no es una finalidad en sí misma sino que constituye, como esta Corte lo ha dicho, un valor subordinado al respeto a la dignidad humana,  por lo que, la preservación del orden público lograda mediante la supresión de las libertades públicas no es entonces compatible con el ideal democrático”. Corte Constitucional, Sentencia C-251 de 2002; M.P. Eduardo Montealegre Lynett y Clara Inés Vargas Hernández.  





� Corte Constitucional, Sentencia T-066 de 1998; M.P. Eduardo Cifuentes. 


� Corte Constitucional. Sentencia T-525 de 1992; M.P. Ciro Angarita Barón. 


� Al respecto, la Corte Constitucional ha dicho: “tanto el acopio, el procesamiento y la divulgación de los datos personales, debe cumplir una función determinada, como expresión del ejercicio legítimo del derecho a la administración de los mismos; (…) debe obedecer a una finalidad constitucionalmente legítima, definida de manera clara, suficiente y previa, de tal forma que queda prohibida la recopilación de datos sin la clara especificación acerca de la finalidad de los mismos, así como el uso o divulgación de datos para una finalidad diferente a la inicialmente prevista; y (…) la información desfavorable al titular debe ser retirada de las bases de datos siguiendo criterios de razonabilidad y oportunidad, de tal forma que queda prohibida la conservación indefinida de los datos después que han desaparecido las causas que justificaron su acopio y administración. Corte Constitucional. Sentencia T-729 de 2002; M.P. Eduardo Montealegre.  


� Informe Anual de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre la situación de derechos humanos y derecho internacional humanitario en Colombia, Año 2006


� Corte Constitucional, Sentencia C-491 de 2007; M.P. Jaime Córdoba Triviño.


� Ídem. 


� Corte Constitucional. Sentencia C-006 de 2001; M.P. Eduardo Montealegre. 


� Corte Constitucional, Sentencia C-491 de 2007; M.P. Jaime Córdoba Triviño. 


� Corte Constitucional, Sentencia C-251 de 2002; M.P. Eduardo Montealegre Lynett y Clara Inés Vargas Hernández.  


� Corte Constitucional. Sentencia C-491 de 2007. M.P. Jaime Córdoba Triviño. 
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